La ingeniería civil en la planeación democrática y el desarrollo nacional.
3er. Congreso Nacional de Egresados de Ingeniería Civil del Instituto Politécnico Nacional: “La ingeniería civil en las decisiones del desarrollo nacional”.

Tlalnepantla de Baz, Mex., 6 de septiembre del 2007.

                                                                                                 Cuauhtémoc Cárdenas.

Deseo, en primer lugar, agradecer a los egresados de ingeniería civil del Instituto Politécnico Nacional la invitación que me han hecho para asistir y dirigirme a éste su 3er. Congreso Nacional, lo que mucho me distingue.
Esta sesión, en particular, está destinada a la participación de la ingeniería civil en las decisiones que influyen en el desenvolvimiento nacional y a la relación de nuestra profesión con la planeación, aquella que pueda ser calificada de democrática.

Habrá que empezar por decir que desde hace muchas décadas, en nuestro país, los programas y acciones del sector público para impulsar el desarrollo económico y social no corresponden a procesos que con propiedad pudieran denominarse de planeación, esto es, a la elaboración y sobre todo al cumplimiento de planes que consideren acciones específicas a realizarse en tiempos determinados, y debe decirse también que cuando nuestro desarrollo se ha conducido, si no acorde con un proceso de planeación al menos con responsabilidad social y nacional por parte del Estado, los efectos sobre el desarrollo han sido más favorables que, por ejemplo, en las administraciones del neoliberalismo, en las que se han elaborado los llamados planes nacionales de desarrollo que no han sido sino documentos destinados a que políticamente nadie se ocupe de ellos y nadie les haga caso. 

Para reforzar la afirmación de la escasa o nula importancia política que se da al Plan Nacional de Desarrollo, no hay sino que repasar el último mensaje presidencial de hace cuatro días, en el que al igual que en mensajes presidenciales anteriores de un cuarto de siglo para acá, no hubo la más mínima mención a ese plan, presentado al Congreso y al país hace apenas unas cuantas semanas para formalmente cumplir con el mandato constitucional de presentarlo, pero sólo para eso, pues nos quedamos sin conocer si las metas previstas para el primer año de su vigencia se alcanzaron, se rebasaron o la acción pública se quedó corta frente a ellas, trátese de los índices del crecimiento económico, de la contribución de la producción petrolera a los recursos fiscales, el empleo u otros indicadores sociales o económicos.

De hecho, en nuestro país, el único plan formulado como propuesta electoral y adoptado y puesto en práctica por el gobierno, con las limitaciones de ser un primer ensayo, del precario desarrollo de las técnicas de la planeación en la época y de sus condicionantes políticas, sociales y económicas en el tiempo de su realización, es el Plan Sexenal, del cual, entre sus logros puede contarse la creación del Instituto Politécnico Nacional.


Hoy día, el artículo 26 de la Constitución, de acuerdo a su reforma de febrero de 1983, establece que el Estado organizará un sistema de planeación democrática del desarrollo nacional y que habrá un plan nacional de desarrollo, el cual, de acuerdo al artículo 21 de la Ley de Planeación, deberá elaborarse, aprobarse y publicarse en un plazo máximo de seis meses, contados a partir de la toma de posesión del Presidente de la República, y cuya vigencia no excederá del período sexenal, aunque podrá contener consideraciones y proyecciones, que no establecen obligación alguna de ser tomadas en cuenta para la formulación del siguiente plan.

Sobre estas bases legales, es obvio, no es posible construir un verdadero sistema de planeación, empezando por el procedimiento mismo de elaboración del plan, que obliga al apresuramiento de una administración que empieza, que no parte de una verdadera consulta a la población que se va a ver afectada positiva o negativamente por el plan y niega cualquier mandato del propio plan que pudiera ser transexenal, esto es, que hiciera obligatoria cualquier acción que para su ejecución requiriera traspasar los tiempos del gobierno que en sus seis meses iniciales ha tenido que elaborar un plan nacional, que teóricamente tendrá que ser ejecutado en los cinco años y medio siguientes.
Por otra parte, en la Ley de Planeación se establece para el gobierno federal y sus dependencias la obligación de cumplir con el plan que con evidente escasez de tiempo han formulado, pero nada se dice de los ajustes periódicos a los que por lógica elemental obligaría su ejecución, de adiciones o supresiones impuestas por la práctica, no prevé responsabilidad alguna para dependencias o funcionarios en casos de inobservancia o incumplimiento, ni establece sanciones o exigencia de explicaciones relativas a estos casos.
Quizá por estas razones no se encuentren en los informes presidenciales o en reportes oficiales de actividades de las dependencias federales, al menos no de manera destacada y menos con la intención de informar a la opinión pública, referencias a cumplimientos, metas rebasadas o incumplidas o cosa parecida referidas al Plan Nacional de Desarrollo, ni alguna exaltación, muy propia de documentos oficiales, de la participación democrática de la ciudadanía en la formulación de algún plan nacional.
Considerando la situación de crisis económica y social de nuestro último cuarto de siglo, revisando por otra parte nuestras experiencias en materia de desarrollo, puede concluirse que sería útil y conveniente plantear, como una de las reformas urgentes a nuestra legislación, la creación de un verdadero sistema de planeación, concebido como un proceso continuo y no constreñido a lo sexenal, que parta de consultas reales a la población, con la obligación para el Estado de informar permanentemente sobre la situación económica y social del país, de sus regiones, estados y municipios, de sus principales sectores de actividad, de sus intercambios internacionales y las condicionantes de éstos; que encomendara la elaboración del plan nacional a un cuerpo especial en el que tuvieran participación en igualdad de condiciones todas las secretarías de Estado y los organismos públicos más importantes, un plan que fijara metas obligatorias, cuantificables y alcanzables en plazos precisos para el sector público y que fuera indicativo y útil a otros sectores, que estableciera períodos y mecanismos de revisión y ajuste –anuales, sexenales y para plazos mayores en los casos necesarios-, y previera cómo manejar los casos de inobservancia e incumplimiento.

Un plan, desde luego, obedece siempre a una línea política y las modificaciones de ésta que se reflejen en el plan, en un régimen político democrático, deben corresponder a decisiones de los cuerpos conductores de las políticas nacionales, sancionados en su momento por la voluntad de la ciudadanía.
Un plan establecido sobre bases y con sentido democrático, con responsabilidades claras respecto a su cumplimiento, constituiría compromiso entre gobierno y población, permitiendo a ésta hacer exigible su cumplimiento, ya fuera de manera directa en los casos así previstos por la ley o por el propio plan, o al través de la representación en el Congreso.
Habría que aprovechar entonces, en estos tiempos en que continuamente se está hablando de la reforma del Estado, para demandar, cada quien desde sus trincheras partidarias, políticas, académicas, profesionales, que entre las reformas que vayan a realizarse, se considere el establecimiento de un verdadero sistema de planeación nacional, con planes concebidos a corto, mediano y largo plazos, sectoriales y regionales, eventualmente de carácter transfronterizo, que responsable y efectivamente se lleven a la práctica. 
Mientras eso sucede, no es cuestión de inmovilizarse y no hacer nada. Son muchos los pendientes, múltiples y urgentes las demandas de la población para mejorar, innumerables las acciones que se requieren para superar la situación de estancamiento económico y retroceso social en la que han hundido al país las administraciones del neoliberalismo y puede ser muy importante la contribución del Politécnico y de los politécnicos, de la ingeniería civil, de las organizaciones sociales, políticas, profesionales en las que cada quien participa, para reencauzar al país por sendas de progreso. 
Habrá que empezar por insistir en que es necesario pensar y discutir el país que queremos y en que debe cambiarse radicalmente la forma de hacer política, para subordinar ésta al proyecto de país por edificar y evitar así que el país se siga desarrollando a partir de decisiones tomadas principalmente por intereses ajenos a los nuestros, contrarios a los de las mayorías nacionales, o a partir de decisiones claramente coyunturales, impuestas por las presiones económicas y sociales, internas y externas, del momento.

Independientemente de que llegue a establecerse o no un sistema racional de planeación e independientemente de cuál sea la orientación ideológica de las políticas públicas, para consolidar las prácticas democráticas es indispensable la vigencia efectiva de un Estado de derecho, en el que todo habitante del país sea igual ante la ley, en el que se combata y extirpe toda forma de corrupción, en el que derechos y obligaciones del ciudadano se puedan ejercer a plenitud y así lo garantice el Estado.
Al respecto, nuestra Constitución establece para todo mexicano el derecho al trabajo, a la vivienda, a la salud; para todo trabajador el derecho a la seguridad social; para todo mexicano también la obligación de cursar los ciclos de educación primaria y secundaria, quedando como responsabilidad del Estado proveer las condiciones para que todos puedan cumplirla. Ahora bien, lo cierto es que no todos los que tienen esos derechos constitucionales pueden ejercitarlos, que no existen en la ley los mecanismos mediante los cuales el ciudadano haga exigibles esos derechos al Estado, y que éste no ha creado las condiciones para que obligaciones de todos, como las correspondientes a la educación básica, o del propio Estado, como las de la seguridad social, se cumplan cabalmente.

En los períodos de crecimiento económico y mejoramiento social, aun cuando éste en particular haya sido en muchos sentidos disparejo, la contribución positiva de la ingeniería civil ha sido de gran importancia. La obra pública –la construcción de obras para riego, de plantas generadoras de energía, la expansión de la red carretera, las obras portuarias, las instalaciones para la industria petrolera, aeropuertos, vivienda, etc.-, en la que no puede prescindirse de la ingeniería civil, ha sido detonadora del crecimiento de la economía y la inversión estatal ha atraído a la inversión privada, tanto nacional como del exterior, con efectos favorables en la producción, la generación de empleo y el ingreso.
Por otro lado, la relegación que desde hace tiempo se observa de la ingeniería en cuanto a su participación en las decisiones y acciones del desarrollo, no obedece a que determinados cargos burocráticos no estén ocupados por ingenieros, aunque un pensamiento simplista pudiera llevar a considerar que les corresponden y que a eso se debe su ausencia en la toma de decisiones. Los cargos burocráticos de mayores responsabilidades son, salvo casos muy especiales, cargos que desempeñan quienes hacen cabeza de equipos multidisciplinarios y puede por tanto responsabilizarse de ellos a profesionales casi con cualquier formación. La experiencia nos muestra que se abren oportunidades para la ingeniería y consecuentemente para los ingenieros en el impulso al desarrollo y en la presencia política que genera, cuando las políticas públicas tienen como objetivo el crecimiento de la economía y la elevación de los niveles de vida de la población. Ya se ha visto que cuando las políticas públicas tienen como propósitos principales la concentración del ingreso en unos cuantos, privilegiar los intereses del exterior sobre los nacionales, proveer de mano de obra barata a la economía norteamericana, debilitar las estructuras productivas del país, extranjerizar los servicios básicos, como ha sucedido en las administraciones neoliberales, se reducen y prácticamente se cancelan las oportunidades para la ingeniería nacional y lo que se encuentran por doquier son ingenieros –y también médicos, agrónomos, politólogos, sociólogos, etc.- desocupados, por lo que la exigencia, nuestra exigencia, la de quienes tenemos y queremos tener compromiso con el país y con la gente, debe ser por un cambio radical en los objetivos de las políticas públicas.
Si además se pretende que el compromiso respecto al desarrollo sea democrático y considerando que un valor fundamental de la democracia es la igualdad, esto es, la igualdad frente a las oportunidades de mejoramiento, ante la ley, en las posibilidades de ejercitar los derechos constitucionales, debe exigirse que las políticas públicas estén regidas por la responsabilidad social del Estado, hoy perdida.
Esa responsabilidad social debe reflejarse en la orientación y en los objetivos que se asignen al crecimiento económico y tengan repercusión en el campo social: empleo, salario, distribución del ingreso, educación, salud, vivienda. Los rezagos existentes en estos campos, producto entre otras cosas del largo período de estancamiento económico que ha vivido el país, demandan, para ser atendidos, de una política económica que mantenga ritmos de crecimiento que se sostengan en el largo plazo, que es posible instrumentar, si hubiera decisión para ello, mediante una reforma hacendaria que se aplique con firmeza y se centre en elevar la recaudación a partir de obtener el grueso de los recursos de los que más ganan, que daría recursos mayores para invertir en el desarrollo, y de cambios en las políticas energéticas, agrícola, industrial.

Un crecimiento económico democrático no se concibe entonces, si no se mueve al mismo ritmo que se avanza en el logro de la equidad social. Esta visión, que hace unos años parecía impensable, hoy es más necesaria que nunca porque los esquemas de integración y apertura indiscriminada impuestos en los últimos tiempos, sólo han dejado más pobreza y desigualdad, tanto en el mundo como en nuestro país. Por eso, la mejor y la única manera de erradicar la pobreza y promover la equidad es alentando un desarrollo que incluya una mejor distribución del ingreso, empleo estable, formal y de calidad y un sistema tributario solidario, equitativo y adecuado a las necesidades del país.


Ante politécnicos, es preciso reiterar la urgencia que existe de dar prioridad a la educación en las políticas públicas, para propiciar así un mejor presente y sobre todo para garantizar un mejor futuro, entendiendo que la educación es al mismo tiempo elemento básico de equidad social y factor decisivo del crecimiento económico. La educación, laica y gratuita, como respuesta de responsabilidad social del Estado a la población, debe hacerse accesible a todos, en todos los grados. Es, en consecuencia, indispensable garantizar cobertura universal y hacer efectivo el cumplimiento de cursar los ciclos obligatorios de primaria y secundaria, elevar de manera sostenida la calidad de la educación en todos los niveles y crear y desarrollar los mecanismos que compensen las carencias sociales y garanticen acceso y permanencia a los estudiantes en todos los grados, si esa es su voluntad y a condición de que satisfagan los requerimientos académicos.


La prioridad oficial de la educación será real, si se refleja en el incremento y en su caso en la suficiencia de los presupuestos asignados al sector, en los apoyos y expansión de la educación superior y la investigación, en mejores instalaciones y equipamiento y en el mejoramiento material y en la preparación del magisterio. 

La exclusión sigue siendo el signo de nuestros tiempos. Las disparidades sociales son resultado del acceso desigual a los recursos, de la puesta en marcha solamente de políticas asistencialistas y focalizadas, y de la exclusión de las mayorías de la toma de decisiones. Los apoyos gubernamentales han sido vistos desde los medios oficiales como prebendas y, en muchos casos, se prestan al control y manejo corporativo y clientelar, desde el momento mismo en que existe una selección y se tiene que comprobar que se cumplen determinados requisitos para acceder a ellos. Una estrategia realmente democrática de desarrollo social significa poner en práctica un enfoque totalmente diferente y garantizar el ejercicio pleno de los derechos sociales y sobre todo la vigencia de su carácter universal.
No basta, por lo tanto, con supuestamente invertir en capital humano como se hace hasta ahora con programas como el denominado Oportunidades. Sería necesario, al mismo tiempo, generar un modelo productivo, con seguridad social y redes de protección comunitarias, en las que todos se sientan y estén efectivamente incluidos, por la sencilla razón de que tienen acceso al ejercicio irrestricto de todos sus derechos. Esto es, los subsidios que surgen de las políticas de asistencia deben en lo general considerarse temporales, mantenerse mientras la carencia se supera al través de programas de capacitación y principalmente de generación de empleo desarrollados en paralelo.
Es necesario poner en marcha programas que consideren como prioridades relativas a la dimensión social del desarrollo, la ampliación del nivel de empleo, para proporcionar ocupación a los que ingresan a los mercados de trabajo, reducir el desempleo y combatir la precariedad del empleo; la mejoría del perfil de distribución del ingreso, sobre todo por medio del aumento del salario mínimo y de una tributación no regresiva; la creciente universalización de la morada propia, de los servicios urbanos esenciales (agua, saneamiento, energía y transporte público) y de los derechos sociales básicos (salud, educación, seguridad social y protección del empleo); el acceso a la cultura; y el combate a las causas del hambre y de la pobreza extrema, con asistencia social para los excluidos.
Mi planteamiento entonces a este 3er. Congreso de Ingenieros Civiles politécnicos, es empeñarnos porque se establezca en nuestro país un real y efectivo sistema de planeación nacional, concebido y realizado con bases democráticas, pero mientras eso sucede, que luchemos, desde nuestras diversas trincheras, porque las políticas públicas se orienten por el interés patriótico y de servicio a las mayorías, como fueron aquellas que dieron vida al Instituto Politécnico Nacional.
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